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Aporte del periodista colegiado Walter Krohne Toro al Décimo Congreso Nacional Extraordinario del Colegio de Periodistas de Chile – Plenario 2, cuyo informe preliminar estará a cargo del colega Guillermo Torres Gaona.

La nueva Ley de Prensa
 .

Los ocho años que demoró en salir la Ley de Prensa no tienen una explicación ni justificación aceptables desde ningún punto de vista. El resultado final de los parlamentarios deja a la vista un texto legislativo pobre, terminado a la ligera y con  interrogantes y materias pendientes, de contenido y de fondo, especialmente en cuanto a concepciones filosóficas, políticas, sociales y económicos, que son importantes en una Ley de esta naturaleza.

El conformismo o el autoaplauso del oficialismo en su primer momento por la aprobación de la Ley, no tuvo buena acogida en los sectores más comprometidos o afectados. Un  sector de la Concertación intentó esconder la debilidad de este “parto  legislativo” al reconocer que quedaron puntos pendientes por resolver, “pero la cosa sigue, no termina aquí”, como dijo la ex subsecretaria general de Gobierno, Carolina Tohá.
 

Debe reconocerse en este contexto que el presidente  Ricardo Lagos, como lo prometió en su campaña electoral,  puso especial énfasis y dedicación en conseguir  la aprobación de la nueva  Ley, la que pudo promulgar formalmente en el Palacio de La Moneda el 18 de mayo de 2001, aunque se vio impedido de modificar la situación de la concentración de la propiedad de  los medios
.

Complicado es en todo caso que el país quedó frente a una regulación incompleta, con serios vacíos de interpretación y con fallas redaccionales graves que sólo han conducido a poner en duda la competencia real y capacidad parlamentaria de la postdictadura.

La discusión más airada y también la más demorosa fue la referente al campo profesional que debe reservarse al periodismo y al periodista, para que éste pueda poner en  práctica lo que aprendió  en cinco años de estudios universitarios (ver Cuadro 1 con puntos originales del proyecto).

Participantes en este proceso señalan hoy día que durante por lo menos dos años el debate del anteproyecto de Ley se centro exclusivamente en la parte relativa al periodismo, en el que se enfrentaron, por un lado, la posición del Colegio de Periodistas, de que había que fijar un campo en que sólo podían actuar los periodistas y, por otra parte, la de la Asociación Nacional de la Prensa, la Asociación de Radiodifusores de Chile y  la Asociación Nacional de Televisión, que sostenía que no debía haber ningún cambio.

A pesar de los intentos realizados por el presidente Patricio Aylwin Azócar para que se impusiera la propuesta del Colegio de Periodistas
, el resultado final fue a favor de las empresas periodísticas privadas,  como se puede ver en el texto de la nueva Ley.

Son ellas, por razones económicas o ideológicas, las que se pronunciaron por una no innovación de lo que estaba vigente a la fecha de la discusión en este campo y, en el fondo, son también estas empresas las que pueden designar a las personas para que actúen como periodistas obviando el “requisito elemental” del título profesional. En otras palabras, ellas tienen la facultad de elegir quien puede ser “periodista” y cual va a ser el sueldo de este “periodista de fabricación casera o empresarial”.

Si analizamos el tema desde otro ángulo, obtendremos como respuesta que las empresas periodísticas privadas tienen hoy la posibilidad de contratar a cualquiera persona en un puesto periodístico, pueden pagarle lo que estimen conveniente y tienen la posibilidad de tener a un servidor incondicional, dispuesto a escribir.

Este punto parece ser el más grave de toda la Ley de Prensa, porque anula en parte la profesión de periodista, desanima a los  estudiantes de periodismo, le quita fuerzas al pluralismo y deteriora la calidad del periodismo nacional, que puede seguir perdiendo su antigua y respetada condición de controlador de las actividades públicas y privadas.

Sin embargo, hay que observar que en los medios escritos nacionales más influyentes, la mayor parte de los periodistas son hoy universitarios, llegando el porcentaje a entre 60 y 70 por ciento frente a 30 y 40 por ciento de periodistas que carecen de título universitario,  los formados en el sistema antiguo.

En todo caso, la avalancha de periodistas nuevos todos los anos, con un egreso global estimado en unos 600, procedentes de  37 escuelas de periodismo existentes en el país, está suscitando una competencia visiblemente desleal y de subsistencia entre los universitarios y los sin título, porque el mercado real no es capaz 

de absorber ni a la mitad de los nuevos profesionales. En este aspecto, no se considera el hecho de que muchos jóvenes, ilusionados y con gran sacrificio, completan los estudios de periodismo, conocimientos que más tarde no pueden aplicar profesionalmente porque carecen de un puesto de trabajo.

En esta materia hay distintos puntos de vista, pero hay uno que prevalece frente a los otros: En países en vías de desarrollo como Chile, los jóvenes van a la Universidad, en gran parte con mucho sacrificio, para estudiar una profesión y poder más tarde

CUADRO Nr. 2: Puntos originales del proyecto de Ley de Prensa.

 Principio central: Las libertades de opinión y de información son el  soporte de la libertad y sin ellas todas las otras libertades se ven perjudicadas. 

 Objetivos básicos: a.- Establecer un cuerpo normativo que desarrolle en forma orgánica las libertades de opinión e información. b.- Regular el ejercicio del periodismo, precisando quiénes pueden usar la denominación de periodista. c.- Fijar un estatuto de derechos y responsabilidades para estos profesionales, consagrando, entre otros, el derecho a mantener en reserva la fuente informativa. d.- Consagrar el pluralismo en el sistema informativo. e.- Contemplar un procedimiento de constitución y funcionamiento de los medios de comunicación social. f.-  Fijar   normas   de   diversificación    de    los  medios.

g.- Reglamentar el derecho de aclaración o rectificación del ofendido o injustamente aludido por un medio de comu- nicación social. h.- Tipificar y sancionar las infracciones a los delitos a los que puede dar lugar el ejercicio abusivo de la libertad de expresión, entregando la competencia a los tribunales ordinarios, los cuales conocerán dichos ilícitos mediante el procedimiento común. i.- Eliminar el delito de difamación, poniendo término a las normas de protección especial con que cuentan actualmente las autoridades y suprimiendo, en este contexto, la atribución del juez de disponer la confiscación de ediciones completas de publicaciones en que supuestamente se difame, injurie o calumnie. j.- Promoción de la prensa regional. k.- Ninguna justificación de la censura previa. l.- Fijación de las siguientes sanciones: l-1: A la agresión de periodistas en el ejercicio de sus funciones; l-2: Para quien intente o exija impedir una información bajo amenaza o de cualquier tipo; l-3: A funcionarios públicos que impidan, arbitrariamente, la libre y legítima publicación de opiniones e información a través de un medio de comunicación; y l-4: A quien, arbitrariamente, niegue información de su competencia o a quien discrimine el acceso a las fuentes de información. m.- Derogación de la Ley Nr. 16.643 sobre Abusos de Publicidad. 

Comentario: El resumen fue confeccionado en base a documentos del Colegio de Periodistas  y publicaciones de prensa y en él se puede apreciar que muchas de las normas originales se perdieron completamente o quedaron desvirtuadas durante el largo camino que el proyecto de Ley de Prensa tuvo que seguir en el Congreso Nacional, como es el caso del ejercicio del periodismo por periodistas profesionales o el establecimiento de un mecanismo para verificar la circulación de los diarios o normas de diversificación de los medios.

con ella ganarse la vida. No es como en Europa, dónde existen “estudiantes eternos”, personas dispuestas a pasar una vida en las aulas para captar cada vez más conocimientos sin importarles tanto la cuestión económica.

El periodista y abogado Juan Aguad, uno de los dirigentes periodísticos que se jugaron a fondo para conseguir una  nueva Ley de Prensa, analizó el vacío legal y laboral producido por la existencia de dos clases de periodistas, los con y sin título.

Para él se presenta aquí una situación de “doble lectura”,  la económica, fundamental en los medios para abaratar costos, y, segundo,  lo que podría denominarse como la “incondicionalidad laboral” frente al patrón o a un determinado empresario. Esto último,  porque este tipo de empresario,  tratándose de periodistas universitarios, ve un peligro latente en periodistas bien formados, con una amplitud de criterio, con capacidad intelectual que les permita una mayor independencia para resolver, además que ven difícil que este profesional escriba a o funcione de acuerdo a sus instrucciones, aún teniendo la misma posición política del medio involucrado. En otras palabras, este periodista no podría funcionar como quisieran los empresarios.
 

Este modelo de “periodistas” con y sin título deja además abiertas las puertas al libertinaje informativo o comunicacional, porque en medios de comunicación privados serán personas de otras profesiones o simplemente jóvenes con sólo la prueba de aptitud académica rendida quienes ocupen cargos esencialmente periodísticos. Esta situación los deja automáticamente al margen del Código de Etica del Colegio de Periodistas 
 y por lo tanto al margen de toda responsabilidad periodística profesional.

Para Aguad es muy grave la no contemplación de un campo exclusivo en el  que debería desarrollarse la profesión, especialmente si se toma en serio el artículo 5 de la misma Ley que reconoce como periodistas a “quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile”. El artículo 10 no plantea como requisito a los medios de comunicación social tener periodistas profesionales en los cargos de director responsable y a las personas que lo reemplacen, lo que aparece como una abierta contradicción en esta ley 
.

En este debate, la posición del Colegio de Periodistas de Chile ha sido y es de que en un diario pueda escribir todo aquel que quiera dar opiniones o expresar su parecer frente a un problema o situación, “pero la parte relativa a la información, a la elaboración y  búsqueda de la noticia, es una labor esencialmente periodística y nadie más que el periodista puede hacerla”

Aguad recuerda que en las conversaciones en torno a la futura Ley, en las que participó entre otras entidades la Asociación Nacional de la Prensa (ANP), que agrupa a los propietarios de medios escritos, se estableció a mediados de la década pasada que el periodista era el único que tenía la opción de asumir toda la parte informativa en un medio de prensa. Así se definieron cuales eran materias informativas y cuales no las eran, trabajo que quedó completamente anulado en el anteproyecto. ¿Por qué razón? 

En otras palabras, en Chile, sin más ni menos,  “cualquiera persona” puede ejercer el periodismo en el sector privado. 

1.- Diferencias escasas, pero con algunos logros.

En líneas generales, la nueva legislación no se diferencia en lo substancial de lo que ya se conocía en Chile en esta materia. Debe reconocerse, sin embargo, que se gana con la derogación de la letra b del artículo sexto de la ley 12.957 sobre Seguridad Interior del Estado referente  a la difamación, injuria o calumnia en contra de las máximas autoridades civiles y militares del país (ver capítulo cuarto, párrafo quinto). Igualmente quedó derogada la disposición de la misma Ley que permitía la confiscación de libros o publicaciones.

Hecho muy positivo es también el  punto de que los tribunales militares no sean ya más competentes para los delitos relativos a los  medios de comunicación, sino solamente los tribunales ordinarios.

Para el abogado Aguad, aparte de los ya mencionados, los avances de esta Ley se establecen en tres órdenes: 

1.- En el ejercicio del periodismo se contemplan normas relativas a la reserva de la fuente y a la protección  del trabajo periodístico, lo que no estaba en la anterior Ley de Abusos de Publicidad. 

2.- En cuanto al derecho a la información se suprime la prohibición de informar decretada por los jueces y otorga recursos a la prensa regional. 

3.- Frente a la protección de la libertad de opinión e información hay normas claras y nuevas que establecen como hechos o actos que tienden a impedir la libre competencia aquellos que obstaculicen la producción de informaciones, transporte, distribución, circulación, avisaje y  comercialización de los medios de comunicación.

A esto se agrega el artículo 39 que señala que la responsabilidad penal y civil por los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de la libertad de opinión e información “solamente se determinarán por la norma de esta ley, vale decir hay una norma especial”.
 

La Ley fija también el derecho a no alterar el trabajo de los periodistas por parte de sus editores y establece para los periodistas la cláusula de conciencia.

 Sin embargo, pendientes quedaron varios puntos cruciales, como el no reconocimiento de exclusividad para el periodista en el ejercicio profesional, la no regulación en la cuestión de la concentración de los medios, lo que para algunos sectores políticos y periodísticos atenta contra el pluralismo y la democracia, , la falta de facilidades concretas para crear nuevos medios de comunicación, la limitación de las atribuciones que debería tener el Colegio de Periodistas en su función reguladora de la profesión de periodista y la inexistencia de un organismo verificador de la circulación de los diarios, semanarios y revistas
,.

Contrariamente a lo que parece verse en Chile, en muchos países el sistema verificador de la circulación de diarios y revistas no es visto como "un elemento distorsionador", todo lo contrario. 

Mientras los dirigentes publicitarios chilenos afirman que este sistema sólo mide el gran tiraje y significa una forma de intervención artificial en el mercado, porque aparece ganando el que tiene mayor tiraje, en otras naciones se opina que el mecanismo ofrece la credibilidad necesaria, lo que interesa tanto a las empresas como a las personas. 

Como ejemplos, pueden mencionarse Estados Unidos y Alemania, donde operan agencias privadas. En el primero funciona la Autir Bureau Circulation, la misma que audita los periódicos ingleses.

En Argentina existe el Instituto de Verificación de Circulación (IVC) al que están afiliados los medios escritos y las agencias de publicidad. La auditoría se hace semestralmente. En este país se opina, contrariamente a lo que se dice en Chile,  que el mecanismo no interviene el curso natural del mercado, sospechándose severamente del medio que no está afiliado al IVC.

Lo mismo ocurre en Espana donde existe la Oficina de Justificaci¢n de la Distribuci¢n (OJD) que audita semestralmente a los periódicos espanoles. La opinión dominante en el sector comunicacional es que todos los periódicos y revistas que tienen credibilidad en el mercado y que quieren poner sus datos delante de un cliente para vender publicidad, necesitan la confirmación de la OJD.

2.- Otras carencias o deficiencias de la Ley.

· La definición de medios de comunicación es restrictiva al no contemplar una serie de medios de tecnología más avanzada, como lo veremos más adelante.

·  No hay mención a una mayor transparencia informativa, lo que involucra un mejoramiento del acceso a la fuente de información.

· No existe una protección en el ejercicio profesional cuando los medios cambien substancialmente su línea doctrinaria por razones políticas o religiosas, que afecte directamente a los periodistas contratados en el medio afectado.

· No se contemplan seguros que cubran los siniestros que puedan sufrir los periodistas durante el ejercicio profesional.

· Las multas por delitos de injurias y calumnias para periodistas son mucho más altas que para personas que no están vinculadas a medios de comunicación.

· No hay normas que tiendan a evitar la concentración de los medios.

· La propiedad de los medios ya no es exlusivamente para los chilenos, sino que cualquiera puede ser dueño de medios de comunicación, incluso sin investigarse el origen de los dineros que a través de esta vía lleguen al país y tampoco investigarse la línea que estos medios van a seguir. Solamente, la ley contempla, en el artículo 10, que el director del medio y quienes lo remplacen deberán ser chilenos. 

Para  el gobierno del presidente Ricardo Lagos, el tercero de la Concertación Por la Democracia, son logros indiscutibles de esta ley algunos asuntos declarativos como el derecho de las personas a ser informadas y la definición de pluralismo que apunta ahora a facilitar la expresión de la diversidad social, cultural y política del país.

Precisamente estos dos puntos fueron parte medular en la discusión desarrollada inmediatamente después de la recuperación de la democracia en Chile, en 1990, cuando se planteó como un derecho de toda la sociedad el estar debidamente informada, tener las posibilidades de recibir de distintos medios, en el marco de un abanico pluralista, una información permanente sobre lo que está ocurriendo.

La Ley, sin embargo, que contempla ya en su parte inicial el derecho a la información, no llega en definitiva al fondo del asunto, como es por ejemplo el peso que tiene la parte económica en la regulación del sistema comunicacional imperante. Quienes tienen el capital necesario podrán  también tener el control de los medios de información y por ende igualmente de esta última.

No es posible garantizar la libertad de emitir opinión y la de informar si la administración de esta actividad está fundamentalmente en poder de un solo sector de pensamiento. Habrá siempre una parte de la población que no se sentirá recibiendo el derecho de ser informada.

3.- El difícil camino para crear nuevas empresas periodísticas.

En el inciso dos del artículo primero se establece el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar, establecer, operar y mantener medios de comunicación social.

Pero…¿quiénes pueden montar empresas dedicadas a la comunicación?. La respuesta es obvia y está irremediablemente vinculada a aquellos que tienen el dinero para desarrollar este tipo de proyectos.

En todo esto hay además un punto que confirma el valor sólo declarativo de algunos elementos contenidos en esta  Ley de Prensa, porque hay que partir de la base real que el Estado, debido a la economía neoliberal, no puede garantizar el pluralismo informativo ni tampoco el derecho de las personas a ser informadas. Ni uno ni otro es plausible, menos en un sistema capitalista y competitivo desde el punto de vista del dinero como es el chileno.

Desde ya, el pluralismo está condicionado por la publicidad que, en economías pequeñas como la de Chile, como elemento financista, se siente con ciertos derechos de influir o ser un sesgo en la parte informativa de algunos medios. La publicidad particular va a ir adónde más le interese o convenga, diferenciándose de la publicidad estatal que carece de regulaciones determinadas.

De este modo, el artículo 4. de la Ley de Prensa no pasa de ser una muy buena intención de los legisladores, pero que no compromete a las instituciones involucradas a cumplirlo como podría esperarse. Dice así: “Los fondos que establecen los presupuestos del Estado, de sus organismos y empresas y de las municipalidades, destinados a avisos, llamados a concurso, propuestas y publicidad, que tengan una clara identificación regional, provincial o comunal, deberán destinarse mayoritariamente y preferentemente a efectuar la correspondiente publicación o difusión en medios de comunicación social regionales, provinciales o comunales”.

La redacción de este artículo se presenta en una forma imperativa, de exigencia y obligación…pero ¿qué ocurre si no se hace? ¿Hay alguna sanción o disposición coercitiva? ¿Algún tipo de investigación sumaria, quizá? No hay ninguna, como dicen tajantemente los críticos.

“En su oportunidad se nos dijo de que había que ayudar a la prensa regional y que sería importante para que hubiera una mayor libertad de expresión. Sin embargo, ésta puede ser también una iniciativa frustrada, porque todo dependerá de las indicaciones que haga el ejecutivo, la ley de presupuestos y de la aprobación del legislativo”, declaró Aguad.

 Para el dirigente, lo que aquí debería haberse hecho, a fin de permitir un mayor pluralismo, era haber establecido una distribución equitativa de la publicidad estatal 
.

Aunque hoy no existe más en Chile la censura cerrada de la dictadura, en que ni los chistes se escapaban del control militar, sigue habiendo sin embargo problemas de concentración de la propiedad de los medios, es decir, en cierto modo, una existencia ideológica unilateral de informar, al menos en la prensa escrita, sobre lo cual no se legisla en la nueva ley.

Para Galiano, la Ley de Prensa impone unilateralmente el pluralismo al Estado sin involucrar al sector privado
. Así, en el Consejo de Televisión Nacional debe estar también representada la oposición al gobierno de turno. El Estado está obligado además a contratar periodistas profesionales en cargos periodísticos, tanto de jefes de prensa como de periodistas, lo que no rige para la empresa privada, como hemos visto. 

Esto aparece una contradicción, porque el artículo 5 reconoce explícitamente como periodistas a quienes estén en posesión del respectivo título universitario, reconocido válidamente en Chile y aquellos a quienes la ley reconoce como tales.

“O sea al Estado se le impone el deber de tener periodistas mientras que un medio de comunicación privado puede manejarse sin ningún periodista. Es como si una farmacia no necesitara ningún farmacéutico”, comentó Galiano
.

4.- Olvidos y errores.

La Ley no se ocupa del periodismo por Internet. En el artículo 13 menciona ligeramente a los medios electrónicos radicados en el país fijando para ellos, igual que para los impresos, grabaciones sonoras y producciones audiovisuales, y algunas regulaciones básicas.

¿Qué pasa con los medios que operan desde el extranjero y que cometan delitos de difamación, injuria o calumnia? 

Algunos sectores jurídicos opinan que la ley no resuelve este problema, lo que seguramente dará pie  a conflictos e interminables alegatos de interpretación
.

Tampoco se ha legislado sobre la responsabilidad en textos de ciertos correos electrónicos definido como cartas sin sobre a las que tiene acceso mucha gente.

En otras palabras, en pleno siglo 21 no existe una legislación en estas materias, lo que puede considerarse como una despreocupación o desinterés de los parlamentarios y organismos que estuvieron involucrados en el texto de la nueva ley
. 

Conceptualmente, el nuevo instrumento adolece  de imprecisiones como cuando se emplea el concepto “destinados a la comercialización”. Hubiese sido preferible el empleo de “medios públicos” que es más amplio y que involucra por igual a todos los medios, incluyendo a los diarios regalados.

La Ley de Abusos de Publicidad 16.643 fue derogada con excepción de un solo artículo, el 49. Esto es considerado por algunos observadores como “un error legislativo garrafal”, porque en el fondo la Ley de Abusos de Publicidad no quedó derogada, como dice la nueva Ley de Prensa, sino que quedó reducida a un solo artículo. Sin embargo, lo peor de todo es que este artículo fija sanciones que serán aplicables “según lo dispuesto en los artículos 31 y 32” de la Ley de Abusos de Publicidad que los mismos legisladores y en el mismo trámite legislativos estuvieron de acuerdo en derogar. 

Esto significa que en el futuro será difícil castigar la publicación de mapas, cartas u esquemas geográficos que excluyan de los límites nacionales territorios pertenecientes a Chile
. La solución hubiese sido incorporar dicho artículo a la nueva ley.

Para Galiano, en este punto hubo “intervención militar” , al parecer de último momento, que podría haberse materializado a través de los parlamentarios de derecha que participaron en el debate de la nueva legislación
, ya que dicho  artículo está directamente vinculado al Instituto Geográfico Militar.

Otro error garrafal, como dicen los críticos, es la repetición de dos artículos, el 37 y el 43. Ambos se refieren al decreto ley Nr. 211 de 1973 sobre los servicios esenciales que permiten la operación o mantenimiento de los medios de comunicación, como son el transporte, la producción de informaciones, la distribución, la circulación, el avisaje y la comercialización.

Marzo de 2002

� Ley Nr. 19.733 sobre libertades de opinión e información  y ejercicio del periodismo.


� Ver “El Metropolitano” del 19 de mayo de 2001, página 8. 


� En el programa presidencial se incluyó este  tema definiéndose el derecho de las personas a estar informadas como el supuesto esencial de la libertad de información, prometiéndose el reforzamiento de la normativa que vela por la libre competencia y el castigo a las conductas monopólicas en este mercado.


� Sobre esta materia, el presidente Aylwin pidió informes a cinco destacados constitucionalistas, de los cuales tres sostuvieron la tesis de que tenía que haber un campo exclusivo del periodismo, uno que no tenía que haber un campo exclusivo  y el quinto se inclinó por la existencia de por  lo menos un campo preferente, mencionando toda la labor informativa. 


� En este sentido, discrepo con la opinión del abogado José Galiano, en la conversación que tuvimos sobre este punto. El opina que se estudia (una profesión) para saber, no para  ganarse la vida. “Una persona culta tiene veinte mil veces más posibilidades de no morirse de hambre que un analfabeto.  Yo prefiero que la gente cesante sea sabia antes que analfabeta. Si es sabia se las va a arreglar. Ojalá que todo el mundo estudie lo que se le ocurra  y si quiere estudiar diez carreras, que las estudie. Entonces sí que habría pluralismo, es la ignorancia  lo que lleva a la gente a tragárselas todas”, dijo Galiano.


� Aguad, Juan, abogado y dirigente del Colegio de Periodistas en conversación con el autor (septiembre-octubre de 2001). Aguad es también presidente del Círculo de Cronistas Deportivos de Chile.


� El Colegio de Periodistas de Chile cuenta desde hace 33 anos con instrumentos de vigilancia de comportamiento ético profesional de los periodistas y desde hace cuatro del Tribunal de Etica y Disciplina (TRINED). Su presidente es Lidia Baltra.


� Ibídem.


� Ibídem.


� Ibídem. 


� Ibídem.


� La ANP, la Asociación Nacional de Avisadores (ANDA) y la Asociación Chilena de Agencias de Publicidad (ACHAP – está compuesta por 29 companias de avisadores, 16 de ellas son ciento por ciento multinacionales o con participación accionaria multinacional y concentra más del 90 por ciento de la inversión publicitaria formal en el mercado tradicional)  dijeron que rechazaban un sistema verificador por ser discriminatorio y grave, ya que aplicar una norma así a los medios regionales, con un tiraje de 5 o 6 mil ejemplares, iban a quedar en una posición desventajosa frente a los medios nacionales que pueden senalar tirajes de 30, 40, 50 mil o más ejemplares. En la discusión se habló incluso de intromisión en el ámbito privado y de desigualdad. En este punto no hubo aportes sacados de países desarrollados, como Alemania, donde existe un sistema verificador privado, que funciona en forma impecable y ofrece transparencia y gran utilidad práctica en el campo de la circulación  de medios de comunicación. En noviembre de 2000, los tres organismos chilenos mencionados se comprometieron, sin embargo,  a establecer un sistema autorregulatorio de verificación de circulación. Como condición se planteó que este mecanismo debía quedar definido en un plazo de seis meses, ya que en caso contrario el gobierno podría enviar un proyecto para reponer el tema en la agenda legislativa, siempre y cuando así fuera solicitado por la Cámara de Diputados. Así lo dijo el entonces ministro secretario general de Gobierno, Claudio Huepe, ver “La Tercera” 8 de noviembre de 2000. En todo caso, el plazo de seis meses fue rechazado por el presidente de la ANP, Carlos Schaerer, porquie a su juicio esto significaba insistir en que “el poder político tiene que intervenir en un tema que es propio de la industria”. Hasta el momento parece no haber habido avances concretos en esta materia.





� Ver diario "El Metropolitano" en "Chile contra el mundo" - 31 agosto de 2000.





� Con  respecto a la propiedad de los medios,  la ex subsecretaria general de Gobierno, Carolina Tohá, declaró en una entrevista que “la Ley de Prensa no tiene como objetivo y no puede modificar la estructura de propiedad de los medios, no es su naturaleza. Lo que tiene que hacer es fijar reglas del juego que sean justas, que garanticen que todos tengan iguales condiciones, que los nuevos medios que  se creen y que existen se desarrollen”. Entrevista con el diario electrónico “El Mostrador” el 14 de abril de 2001. 


� Ibídem.


� Ibídem. El Colegio de Periodistas de Chile se esforzó infructuosamente para permitir un mayor pluralismo. Propuso como primera fórmula la concesión de créditos blandos de largo plazo, a través del Banco del Estado o de la Corporación de Fomento de la Producción  (CORFO), para la creación de medios de comunicación y poder ampliar el panorama informativo. A esto se dijo que el Estado no podía destinar dineros con esta finalidad. Igualmente se planteó la creación de un fondo de creación y mantenimiento de medios de comunicación con un financiamiento de dos tipos, uno privado y otro a través de la Ley de Presupuesto. Como tercera fórmula se  propuso la creación de un holding público de comunicaciones con la propiedad de una radioemisora, un diario y un canal de televisión, mirando a la estructura jurídica de la BBC de Londres. Finalmente se planteó la creación de una superintendencia de medios de comunicación que ejerciera control y permitiera la existencia real del pluralismo.


� Galiano, op. cit. 


� Ibídem.


� La Ley 9.223 tipifica pobremente en Chile figuras penales relativas a la informática. Tiene sólo cinco artículos que se refieren más bien a la destrucción maliciosa de datos o a quienes den a conocer indebidamente la información contenida en un sistema de computración. Sin embargo no se establecen responsabilidades por contenidos.


� La informática en Chile es pobremente regulada por la ley Nr. 9.223 que se compone de cinco artículos que tipifican figuras penales cuando maliciosamente se inutiliza o destruye un sistema de tratamiento de información o se altere, se dañe o se destruya los datos contenidos en un sistema de tratamiento de información o se revele o difunda, maliciosamente,  los datos contenidos en un sistema de información.


� Este artículo expresa: “La publicación o circulación de mapas, cartas o esquemas geográficos que excluyan de los límites nacionales territorios pertenecientes a Chile o sobre los cuales éste tuviera reclamaciones pendientes, serán sancionados con multas de 4 a 5 imgresos mínimos”. 


� Galiano, op.cit.





